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Gustavo Larrea

El 30 de septiembre se produjo una crisis política sin precedentes en los últimos 
cuatro años. El descontento policial por una supuesta reducción de sus beneficios 
salariales y por la eliminación de los bonos de acenso de grado y antigüedad, com-
binado con un intento golpista que paralizó el servicio policial en todo el país. Los 
aeropuertos de Quito y Guayaquil fueron tomados por miembros de la FAE. Varias 
dependencias públicas, entre ellas el Ministerio de Defensa estuvieron de hecho en 
manos de soldados y oficiales. Hubo la toma del edificio de la Asamblea Nacional por 
elementos de la guardia legislativa, que impidieron el ingreso de los asambleístas. 
Por último, el Presidente Rafael Correa fue agredido en un recinto policial de Quito, 
y retenido por varias horas en el Hospital Policial. Finalmente, su liberación se dio a 
consecuencia de en un violento operativo militar.

La comunidad internacional reaccionó inmediatamente, hubo pronunciamientos con-
tra el intento golpista en el mundo entero: los países latinoamericanos, europeos, ára-
bes; Estados Unidos, Rusia, China; la misma noche del 30 de septiembre, en Buenos 
Aires se reunió la Unión de Naciones del Sur, UNASUR, y la condena a los hechos fue 
generalizada.

Las respuestas de las instituciones del Estado ecuatoriano fueron débiles. La Asam-
blea Nacional no se reunió y su pronunciamiento se produjo días después. La opo-
sición develó su poco compromiso con la democracia y el Estado Constitucional de 
Derechos. El saldo final fue una democracia golpeada; una institucionalidad policial 
en crisis; un sistema de inteligencia cuestionado, pues no fue capaz de advertir los 
acontecimientos.

Gustavo Larrea— Doctor en Jurisprudencia. Fundador de 
Alianza PAIS. Ex Ministro del Interior del Gobierno de Rafael 
Correa.

a la inflexión 
del gobierno 
de Correa30-SDel

Del 30-S a la inflexión del gobierno de Correa

La respuesta de Rafael Correa al 30-S

La respuesta gubernamental se centró en los pri-
meros meses en lo judicial y orgánico: dar con los 
responsables materiales e intelectuales de la aso-
nada, operar algunos cambios en los mandos poli-
ciales. En el gabinete ministerial meses después se 
operó la salida de los Ministros de Seguridad Interna 
y Externa, y del Ministro del Interior.

La respuesta política del gobierno demoró. A inicios 
de 2011 se anunció la convocatoria a un referéndum 
y consulta popular, lo que constituye una estrategia 
para blindar al gobierno, consolidar el liderazgo del 
Presidente Correa, demostrar el respaldo popular en 
las urnas, todo lo cual sumado permitiría gobernar 
los últimos dos años de mandato con tranquilidad 
y prepararse para la reelección. Además, adelantar 
algunas reformas constitucionales y legales que, 
desde la perspectiva del Presidente Correa, hagan 
posible una mejora sustancial de la seguridad pública 
y el ejercicio de la justicia.

Referéndum y Consulta Popular

La principal propuesta presentada hace 5 años por 
Alianza País y por el entonces candidato a Presidente 
de la República, Rafael Correa, fue la realización de 
una Asamblea Constituyente que permita redactar 
una nueva Constitución, para superar la crisis polí-
tica desatada el año 1997 y que produjo la caída de 
tres gobiernos constitucionalmente elegidos: Buca-
ram, Mahuad y Gutiérrez. Asamblea Constituyente 
que haga posible –además– solucionar graves pro-
blemas de exclusión social y económica, y permita 
remontar la crónica debilidad del Estado, que llevaba 
más de una década sin asumir sus responsabilida-
des en áreas tan importantes como la educación, 
salud, vialidad, electricidad, etc.

En aquel contexto, se enfrentaba –además– un país 
institucionalmente deteriorado pues gran parte de 
las élites económicas no cumplían con la nación, 
mejor dicho, evadían sus responsabilidades tribu-
tarias, laborales, ambientales, entre otras. Tampoco 

cumplían las élites políticas, acostumbradas a meter 
la mano en las funciones del Estado, irrespetar la 
independencia de poderes, jugar a la politiquería con 
el “toma y daca”; siendo, por lo mismo, cómplices de 
grandes estafas al fisco y a la fe pública, como fue el 
caso del “feriado bancario”, por lo cual provocaron la 
masiva migración de más de dos millones de ecua-
torianos y ecuatorianas, en el éxodo más grande de 
nuestra historia. En suma, un Estado sin responsabi-
lidades con su pueblo, en un país donde la ciudada-
nía veía su porvenir sin esperanza.

Por esos motivos nos jugamos la mayoría de perso-
nas, permitiendo que se abra un nuevo momento en 
la historia política nacional, no solo eligiendo a Rafael 
Correa como Presidente de la República, sino impul-
sando la Asamblea Constituyente y la nueva Consti-
tución, para crear un nuevo escenario nacional, de 
derechos y garantías, de cinco poderes independien-
tes y una nueva estructura del Estado.

Apenas han pasado dos años de vigencia de la 
Constitución y el Presidente Correa nos plantea un 
paquete de “enmiendas” a la Constitución. Por des-
gracia, las preguntas formuladas para la consulta 
rompen la esencia de la Constitución y en estricto 
sentido, requerirían de una nueva Asamblea Consti-
tuyente para aprobarlas y así cambiar la estructura 
del Estado.

Las “enmiendas” constitucionales: 
un análisis de forma y fondo

Las preguntas de las “enmiendas” constitucionales 
tienen problemas de forma y contenido. En la forma 
todas las preguntas están direccionadas para que 
el pueblo responda mayoritariamente SI. Veamos: 
1. “Con la finalidad de mejorar la seguridad ciuda-
dana… 2. “Con la finalidad de evitar la impunidad y 
garantizar la comparecencia a los juicios penales de 
las personas procesadas…. 3. “Con la finalidad de 
evitar conflicto de intereses… 4. “Con la finalidad de 
superar la crisis de la Función Judicial… 5. “Con la 
finalidad de tener una más eficiente administración 
del sistema de justicia... 
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sistema judicial, enmendando la Constitución como 
lo establece el anexo 4?

La pretendida intervención del Ejecutivo, el Legisla-
tivo y la Función de Transparencia y Control Social 
sobre la Función Judicial, constituye un atentado 
contra el Estado Constitucional de Derechos y Justi-
cia. Lo que se propone es modificar la estructura del 
Estado, lo cual está prohibido por el Artículo 441 de 
la Carta Política.

La “enmienda constitucional” propuesta es inconsti-
tucional pues acaba con la independencia de funcio-
nes del Estado y echa al traste el concurso de méri-
tos del Consejo de Participación Ciudadana y Control 
Social que se encuentra en marcha.

5. Con la finalidad de tener una más eficiente admi-
nistración del sistema de justicia, ¿está usted de 
acuerdo en modificar la composición del Consejo de 
la Judicatura, enmendando la Constitución y refor-
mando el Código Orgánico de la Función Judicial 
como lo establece el anexo 5?

Se pretende utilizar la “enmienda constitucional” 
para “reformar el Código Orgánico de la Función Judi-
cial”, lo que nuevamente viola la Constitución de la 
República, al pasar por alto a la Función Legislativa, 
cuya labor consiste precisamente en crear, reformar, 
derogar e interpretar las leyes. Esta pregunta utiliza 
la “enmienda constitucional” para realizar reformas 
legales directamente. 

El anexo incorpora una nueva estructura del Con-
cejo de la Judicatura, que estaría integrado por el 
Presidente de la Corte Nacional de Justicia, el Fiscal 
General, el Defensor Público, un representante del 
Presidente de la República y un representante de la 
Asamblea Nacional. Con ello se acaba la indepen-
dencia de la Función Judicial.

Consulta Popular

 1. Con la finalidad de combatir la corrupción, ¿Está 
usted de acuerdo que sea delito el enriquecimiento 
privado no justificado?

La tipificación del “enriquecimiento privado no justi-
ficado” se encuentra previsto como delito de “lavado 
de activos”. En consecuencia, se trata de una 
enmienda innecesaria y peligrosa a la vez, ya que 
conduce a la reversión de la carga de la prueba por 
su enfoque “justificativo”. El numeral 2 del Artículo 
76 de la Constitución establece que “se presumirá la 
inocencia de toda persona, y será tratada como tal, 
mientras no se declare su responsabilidad mediante 
resolución firme o sentencia ejecutoriada”.

Esta pregunta pone de manifiesto una visión sobre 
cómo debe entenderse la problemática de la segu-
ridad: en lugar de que las fuerzas de seguridad del 
Estado se concentren en luchar contra el crimen 
organizado, se pretende poner a todas las personas 
bajo sospecha, para que posteriormente cada ecua-
toriana y ecuatoriano demuestre –no se sabe cómo–
que su patrimonio no es el resultado de haberse 
“enriquecido injustificadamente” en sus actividades 
particulares. Esta concepción viola el Artículo 66 
Numeral 26 y el Artículo 321 de la Constitución.

La figura del “enriquecimiento ilícito” hace referencia 
a las servidoras y servidores públicos respecto del 
ejercicio de sus funciones. La tipificación de “enri-
quecimiento privado no justificado” atenta contra 
todo el sistema jurídico y técnico de prevención y 
detección del delito de lavado de activos, implemen-
tado por el Estado desde octubre del año 2005 y que 
ha sido objeto de una importante reforma en diciem-
bre del año pasado.

2. Con la finalidad de evitar que los juegos de azar 
con fines de lucro se conviertan en un problema 
social, especialmente en los segmentos más vulne-
rables de la población, ¿está usted de acuerdo en 
prohibir en su respectiva jurisdicción cantonal los 
negocios dedicados a juegos de azar, tales como 
casinos y salas de juego?

Error craso de forma: tratándose de un plebiscito 
nacional, no puede desagregarse “por cantones” 
los resultados totales para una supuesta aplicación 
“parcial” de la voluntad popular. Lo lógico sería que 
los alcaldes que crean pertinente hacer una consulta 
en ese sentido formulen esta pregunta a nivel local.

¿Quién puede estar en contra de esas loables fina-
lidades? Es obvio que la redacción de las cinco pre-
guntas condiciona respuestas positivas, antes de que 
sea planteado el objeto central de cada pregunta, es 
decir, lo sustancial de las pretendidas “enmiendas”.

En cuanto al contenido veamos las preguntas: 

1.– Con la finalidad de mejorar la seguridad ciu-
dadana, ¿está usted de acuerdo en que la corres-
pondiente ley cambie los plazos razonables para la 
caducidad de la prisión preventiva, enmendando la 
Constitución de la República como lo establece el 
anexo 1?

El contenido de esta pregunta atenta contra un deber 
primordial del Estado, que es garantizar sin discrimi-
nación alguna el efectivo goce de los derechos esta-
blecidos en la Constitución y en los instrumentos 
internacionales, como es el caso de la caducidad de 
la prisión preventiva, conforme consta en el numeral 
1 del Artículo 3 de la Constitución de la República.

Atenta, ademas, contra los siguientes principios de 
aplicación de los derechos previstos en la Constitu-
ción de la República: “El más alto deber del Estado 
consiste en respetar y hacer respetar los derechos 
garantizados en la Constitución” (Numeral 9 del Artí-
culo 11); “Ninguna norma jurídica podrá restringir el 
contenido de los derechos ni de las garantías consti-
tucionales” (Numeral 4 del Artículo 11); “El contenido 
de los derechos se desarrollará de manera progre-
siva a través de las normas, la jurisprudencia y las 
políticas públicas”.

La Constitución advierte que “será inconstitucional 
cualquier acción u omisión de carácter regresivo que 
disminuya, menoscabe o anule injustificadamente el 
ejercicio de los derechos” (Numeral 8 del Artículo 
11). La pregunta atenta contra la garantía del debido 
proceso prevista en la Constitución de la República 
(Numeral 9 del Artículo 77)

2. Con la finalidad de evitar la impunidad y garan-
tizar la comparecencia a los juicios penales de las 
personas procesadas, ¿está usted de acuerdo que 
las medidas sustitutivas a la prisión preventiva se 

apliquen únicamente para los delitos menos graves, 
enmendando la Constitución de la República como 
lo establece el anexo 2?

El contenido de esta pregunta atenta contra los prin-
cipios de aplicación de los derechos (Numerales 4, 8 
y 9 del Artículo 11); y contra dos garantías del debido 
proceso previstas en el Artículo 77 de la Carta Polí-
tica: “La privación de la libertad se aplicará excep-
cionalmente cuando sea necesaria para garantizar 
la comparecencia en el proceso, o para asegurar el 
cumplimiento de la pena” (Numeral 1); y “La jueza o 
juez aplicará de forma prioritaria sanciones y medi-
das cautelares alternativas a la privación de libertad 
contempladas en la ley” (Numeral 11).

3. Con la finalidad de evitar conflicto de intereses, 
¿está usted de acuerdo con prohibir que las insti-
tuciones del sistema financiero privado, así como 
las empresas de comunicación privadas de carácter 
nacional, sus directores y principales accionistas, 
sean dueños o tengan participación accionaria fuera 
del ámbito financiero o comunicacional, respectiva-
mente, enmendando la Constitución como lo esta-
blece el anexo 3?

Se ubica al mismo nivel a quienes tienen relación 
con “instituciones del sistema financiero privado” y 
aquellos vinculados con “empresas de comunica-
ción privadas”. Lo que en el primer caso puede ser 
justificado, dado el acceso que tienen esas personas 
a información privilegiada; en el segundo caso, esto 
aparece como una persecución dirigida a un grupo 
específico e identificable de personas, lo que pone 
en riesgo los derechos constitucionales a asociarse 
(Numeral 13 del Artículo 66), y a desarrollar activida-
des económicas (Numeral 15 del Artículo 66).

4. Con la finalidad de superar la crisis de la Función 
Judicial, ¿está usted de acuerdo en sustituir el Pleno 
del Consejo de la Judicatura por una Comisión Téc-
nica compuesta por tres delegados designados, uno 
por el Presidente de la República, uno por la Asam-
blea Nacional y uno por la Función de Transparencia 
y Control Social, para que durante un período de 18 
meses asuma todas y cada una de las funciones del 
Consejo de la Judicatura y pueda reestructurar el 
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Sin perjuicio de lo indicado, la pregunta afecta el 
derecho constitucional a la recreación y al esparci-
miento (Artículo 24). Asimismo, respecto de quienes 
desarrollan la actividad del juego de azar en forma 
lícita, se estaría afectando sus derechos a desarrollar 
actividades económicas y a la libertad de contrata-
ción, consagrados en el Artículo 66 Numerales 15 y 
16 de la Carta Política.

¿Acaso no hay evidencias certeras de la existencia 
del juego ilegal, que no ha sido combatido con efec-
tividad durante el periodo de este gobierno? ¿Acaso 
la prohibición del juego de azar favorecerá el control 
de los apostadores ilegales? Recordemos que en los 
países donde se ha prohibido el juego de azar, se ha 
multiplicado el juego ilegal, razón por la cual lo lógico 
es regular el juego legal y combatir el juego ilegal.

3. Con la finalidad de evitar la muerte de un animal 
por simple diversión, ¿está usted de acuerdo en 
prohibir, en su respectiva jurisdicción cantonal, los 
espectáculos públicos donde se mate animales?

Nuevamente el Ejecutivo está preguntando sobre 
prohibir espectáculos públicos a nivel cantonal en 
una consulta nacional. De ser el caso, corresponde 
a cada alcalde formular esta pregunta a nivel local.

4. Con la finalidad de evitar los excesos en los medios 
de comunicación, ¿está usted de acuerdo que se 
dicte una ley de comunicación que cree un Consejo 
de Regulación que norme la difusión de contenidos 
en la televisión, radio y publicaciones de prensa 
escrita, que contengan mensajes de violencia, explí-
citamente sexuales o discriminatorios; y que esta-
blezca los criterios de responsabilidad ulterior de los 
comunicadores o los medios emisores?

Con esta pregunta se pide al pueblo autorizar la 
creación de un organismo que regule y censure a los 
medios de comunicación. En lugar de esto, debería 

exigirse a la Asamblea Nacional la aprobación de la 
Ley de Comunicación en trámite, que la Disposición 
Transitoria Primera de la Constitución de Montecristi 
establece como prioritaria.

5. Con la finalidad de evitar la explotación laboral, 
¿está usted de acuerdo que la no afiliación al Insti-
tuto Ecuatoriano de Seguridad Social de trabajadores 
en relación de dependencia sea considerada delito?

Resulta un exceso pretender criminalizar la falta de 
cumplimiento de una obligación patronal, de carác-
ter estrictamente laboral. De ser aprobada esta pre-
gunta, en el Ecuador se abrirán las puertas a la cri-
minalización de actos que la propia Constitución ha 
limitado. Cabe recordar que el Artículo 66 Numeral 
29 Literal c) de la Constitución dispone que “ninguna 
persona pueda ser privada de su libertad por deu-
das, costas, multas, tributos, ni otras obligaciones, 
excepto el caso de pensiones alimenticias”.

Perspectivas del gobierno de Rafael Correa

La propuesta de consulta popular es un punto de 
inflexión del gobierno de Rafael Correa, un giro polí-
tico en dirección a la propuesta del Partido Social 
Cristiano y del Movimiento Madera de Guerrero, al 
menos en relación con las preguntas 1 y 2 del refe-
réndum, y la visión conservadora en varias pregun-
tas de la consulta popular. Por lo tanto, la perspec-
tiva en los próximos meses será de ganancia de más 
peso político de la derecha dentro del gobierno, con 
sus nuevos voceros –Alexis Mera y Vinicio Alvarado– 
figurando como líderes de la opinión gubernamental.

El futuro del gobierno dependerá del resultado del 
referéndum y la consulta popular. Si gana esta batalla 
el rumbo ya está trazado. Si pierde en esta coyun-
tura, ¿rectificará el rumbo y retomará las propuestas 
fundacionales de la revolución ciudadana…?   

El 17 de enero el Presidente de la República presentó ante la Corte Constitucional 
su pedido de aprobación de llamado a consulta popular, con el objetivo de modificar 
la estructura judicial en el país, y de esta manera combatir la creciente inseguridad, 
causada según el Primer Mandatario, por 
la impunidad que emana de una admi-
nistración de justicia, lenta, ineficiente y 
corrompida.

La petición del Ejecutivo se encuentra 
plasmada en diez preguntas, cinco de ellas 
serían enmiendas a la Constitución y cinco 
reformas legales, la mayoría de ellas orien-
tadas a mejorar de raíz la Función Judicial 
y atacar directamente a la creciente situa-
ción de inseguridad que se vive en el país.

El texto de preguntas y anexos planteado 
por el Presidente ha generado dudas y 
cuestionamientos, el principal de ellos, la 
acusación de injerencia del Ejecutivo en la 
Función Judicial, un problema crónico en 
el Ecuador, sobre el cual no se ha podido 
hasta ahora plantear una solución real 
desde el retorno a la democracia (1978).

La reflexión del presente artículo se cen-
trará en el tema de las restricciones a las 
garantías constitucionales y la administración de justicia, implícitas en el pedido de 
consulta popular presentado por el Presidente de la República.

Norman Wray

Norman Wray— Dirigente del grupo político Ruptura 25, 
Concejal del Municipio del DMQ. El autor agradece los aportes y la 
colaboración de Pablo Játiva, egresado de Derecho, para este artículo.

La propuesta de consulta pone 
en riesgo el estado constitucional 
de derechos y justicia 




